
CONTRADICCIÓN DE TESIS 194/2012. 
SUSCITADA ENTRE EL SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO Y EL CUARTO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO 
OCTAVO CIRCUITO. 
 

 
PONENTE: MINISTRO GUILLERMO I. ORTIZ MAYAGOITIA. 
SECRETARIO: JORGE ANTONIO MEDINA GAONA. 
 
 

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día 

diez de octubre de dos mil doce. 

 

 

 
Vo. Bo. 

 

V I S T O S; y, 
 

R E S U L T A N D O: 
 

PRIMERO. Denuncia de la contradicción. Mediante escrito 

recibido el **********, en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

los Magistrados integrantes del Cuarto Tribunal Colegiado del 

Décimo Octavo Circuito, con residencia en Cuernavaca, Morelos, 

denunciaron la posible contradicción de criterios, entre el 

sostenido por ellos al resolver el amparo directo penal ********** y 

el del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, con sede en 
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Chihuahua, Chihuahua, en la ejecutoria pronunciada en el amparo 

directo penal **********. 

 

SEGUNDO. Trámite de la denuncia. Por acuerdo de 

**********, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, ordenó formar y registrar el expediente relativo a la 

denuncia de contradicción de tesis referida, con el número 

194/2012, así como requerir al Segundo Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, para 

que remitiera las constancias respectivas, asimismo, turnó el 

presente asunto al señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y 

envió los autos a la Sala a la que se encuentra adscrito y se 

ordenó dar vista a la Procuradora General de la República, a fin 

de que expusiera su parecer en el plazo de treinta días.1 

 

El ********** siguiente, el Presidente en funciones de esta 

Primera Sala de este Alto Tribunal, dictó el auto de avocamiento 

respectivo y envió el asunto al Ministro Ponente, a efecto de que 

elaborara el proyecto de resolución que corresponda. 

Mediante acuerdo de **********,2 el Presidente en funciones 

de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

tuvo por recibidas las constancias respectivas y al considerarse 

debidamente integrado el expediente de la presente denuncia de 

contradicción de tesis, ordenó se hiciera del conocimiento de la 

Procuradora General de la República. 

 

 
1 Fojas 73 a 75 del expediente. 
2 Ídem foja 198. 
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TERCERO. Opinión Ministerial. El Agente del Ministerio 

Público de la Federación, mediante oficio **********, recibido en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el **********3, 

formuló pedimento en el sentido de que es existente la 

contradicción de tesis y que el criterio que debe prevalecer es el 

que sostiene que las diligencias que realiza el Ministerio Público o 

los agentes a su cargo deben ajustarse a los principios y 

derechos que la propia Constitución Federal establece, lo que 

implica que para indagar sobre la información contenida en los 

teléfonos móviles es necesario que exista una orden expresa de 

la autoridad judicial. 

 

C O N S I D E R A N D O: 

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala es competente 

para conocer y resolver sobre la presente denuncia de 

contradicción de tesis de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 107, fracción XIII, párrafo primero, de la Constitución 

Federal; 197-A de la Ley de Amparo; y 21, fracción VIII, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los 

puntos segundo, tercero, fracción VI y cuarto del Acuerdo General 

5/2001, en virtud de que se trata de una denuncia de 

contradicción de tesis suscitada entre criterios de Tribunales 

Colegiados de diversos Circuitos, en un tema que, por ser de 

naturaleza penal, corresponde a la materia de la especialidad de 

la Primera Sala. Lo anterior con base además, en la decisión 

 
3 Ídem fojas 203 a 222. 
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adoptada por el Pleno de este Alto Tribunal en sesión pública de 

**********, derivada de la diversa contradicción de tesis **********. 

 
SEGUNDO.- Legitimación del denunciante. La denuncia 

de contradicción de tesis proviene de parte legítima, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A 

de la Ley de Amparo pues, en el caso, fue realizada por los 

Magistrados integrantes del Cuarto Tribunal Colegiado del 

Décimo Octavo Circuito, por lo que se actualiza el supuesto de 

legitimación a que aluden los referidos preceptos. 

 

TERCERO. Posturas contendientes. Con la finalidad de 

establecer y determinar si existe o no la contradicción de tesis 

denunciada, se estima conveniente analizar las consideraciones y 

argumentaciones en que basaron sus resoluciones los Tribunales 

Colegiados contendientes. 

 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el 

**********, el amparo directo penal **********4, en el que negó el 

amparo, analizó un asunto derivado de una sentencia definitiva en 

la que el quejoso fue condenado al acreditarse su plena 

responsabilidad en la comisión del delito de secuestro, previsto en 

el artículo 160 del Código Penal vigente para el Estado de 

Chihuahua. 

➢ RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO: 

 
4 Ídem foja 95. 
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“En un diverso aspecto los quejosos significan, que en 

momento alguno otorgaron su autorización para que se 

indagara respecto a la información contenida en sus teléfonos 

celulares, por lo que resulta ilegal la forma en que se obtuvieron 

los datos que derivan de los mismos, con la consecuencia de 

que el resolutor de segunda instancia debió restarles 

convicción. 

Sobre el particular mencionan en forma destacada, que las 

fotografías que se allegaron al sumario se extrajeron ilegalmente 

del teléfono celular de **********, porque no les permitieron a 

los agentes investigadores el acceso al aparato relativo, 

ocasionando con su proceder una violación a la privacidad de la 

información contenida en el mismo, razón por la que no es 

factible otorgar valor a la prueba correspondiente, máxime que 

prevalece la declaración de aquél, en el sentido de que tales 

fotografías se tomaron en el mes de ********** cuando andaba 

en la sierra con su hermano **********, precisamente en el lugar 

conocido como **********. 

En vinculación con la cuestión planteada debe señalarse, que no 

se está en presencia de la intervención de comunicaciones 

privadas cuya inviolabilidad preserva el artículo 16 de la 

Constitución Federal, como lo aduce la parte quejosa, motivo 

por el que no se requería que los peticionarios de garantías 

expresaran su voluntad para que la autoridad investigadora 

indagara sobre la información contenida en los aparatos 

telefónicos fedatados; porque, al tratarse del aseguramiento de 

los objetos que aquéllos llevaban consigo el día de su 

aprehensión, procedía que la Representación Social decretara 

respecto a los mismos cuanta prueba estimara pertinente para el 

debido esclarecimiento de los hechos a que se contrae la causa 

penal de origen, correspondiendo por su parte a la autoridad 

judicial otorgarles el valor que conforme a las normas 

procesales aplicables les correspondía.  
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En el anterior orden de ideas es de concluir, que el Magistrado 

responsable realizó una correcta valoración de los medios de 

convicción allegados a los autos, expresando las razones 

especiales o causas particulares que tuvo en cuenta para 

justipreciar cada probanza, e invocando además los preceptos 

legales que citó para fundamentar sus consideraciones, de ahí 

que sea permisible establecer que en el mandamiento 

combatido se observaron los requisitos formales a que se 

refiere el artículo 16 de la Constitución Federal, de manera que 

este Tribunal Colegiado no advierte irregularidad alguna que 

deba corregir oficiosamente.” 

 

Lo que originó la formación de la siguiente tesis aislada: 

 
“INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS. NO LA 

CONSTITUYE EL HECHO DE QUE EL MINISTERIO PÚBLICO 

INDAGUE SOBRE LA INFORMACIÓN QUE CONTIENEN LOS 

TELÉFONOS CELULARES RELACIONADOS CON LA COMISIÓN 

DE UN DELITO. La revisión de la información contenida en los 

teléfonos celulares relacionados con la comisión de un delito no 

constituye una intervención de comunicaciones privadas, cuya 

inviolabilidad preserva el artículo 16 de la Constitución Federal 

y, por tanto, no se requiere del consentimiento de los 

inculpados para que la autoridad investigadora indague la 

información que contienen, toda vez que al tratarse del 

aseguramiento de los objetos que aquéllos llevaban consigo el 

día de su aprehensión, procede que la representación social 

realice sobre los aparatos telefónicos las pruebas que estime 

pertinentes para el debido esclarecimiento de los hechos a que 

se contrae la causa penal de origen, y así, la autoridad judicial 

pueda otorgarles el valor que les corresponda conforme a las 
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normas procesales aplicables.”5 

 

No existe información en autos de que tal criterio haya sido 

reiterado o abandonado en otro asunto por el citado órgano 

colegiado. 

 

Por otra parte el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 

Octavo Circuito, en sesión del **********, resolvió en el amparo 

directo penal **********6, y determinó conceder la protección de la 

Justicia Federal solicitada; asunto que derivó de la sentencia 

definitiva en la que el quejoso fue condenado al acreditarse su 

plena responsabilidad en la comisión del delito de violación, 

previsto en el artículo 152 y sancionado por el diverso 153 del 

Código Penal para el Estado de Morelos. 

➢ RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO: 

 
“Por otra parte, no puede pasarse por alto, que el Ministerio 

Público carece de facultades para ordenar verbalmente la 

reproducción de fotografías y videos que se encuentren 

almacenados en dispositivos electrónicos de las personas, 

porque el derecho a la privacidad o intimidad está protegido por 

el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el cual establece la garantía de 

seguridad jurídica de todo gobernado a no ser molestado en su 

persona, familia, papeles o posesiones, sino cuando medie 

 
5 Novena Época, Registro: 161828, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis 
Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Junio de 
2011, Materia(s): Constitucional, Penal, Tesis: XVII.2o.P.A.37 P, Página:  1482 
6 Ídem foja 3. 
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mandato de autoridad competente debidamente fundado y 

motivado7. 

Además, el párrafo décimo segundo del propio artículo dispone 

que las comunicaciones privadas son inviolables, y que el Juez 

valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan 

información relacionada con la comisión de un delito8; mientras 

que el siguiente párrafo del mismo numeral establece que, 

exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la 

autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 

Público de la entidad federativa correspondiente, podrá 

autorizar la intervención de cualquier comunicación privada y 

que para ello la autoridad competente deberá fundar y motivar 

las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de 

intervención, los sujetos de la misma y su duración, sin que 

tales autorizaciones puedan otorgarse cuando se trate de 

materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o 

administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido 

con su defensor9. 

Ello basta para establecer la ilegalidad de la actuación del 

Ministerio Público, que en el caso se demostró plenamente, 

puesto que no existió orden judicial alguna que autorizara la 

intervención de los datos resguardados en el teléfono celular del 

indiciado, ni tal dispositivo fue aportado de forma voluntaria por 

éste, como se evidencia en la última hoja (foja 123 del tomo I del 

 
7 “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 
y motive la causa legal del procedimiento….” 
8 “… Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente 
cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando 
sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. 
El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada 
con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el 
deber de confidencialidad que establezca la ley…” 
9 “…Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que 
faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, 
podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad 
competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad 
judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de 
carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su defensor…” 
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expediente penal) del informe rendido por los agentes ********** 

y **********, de fecha **********, en donde se lee lo siguiente: 

‘Con la orden verbal de la Agente del Ministerio Público en turno 

**********, ordenó que la menor ********** de ********** años de 

edad fuera a donde se ubica la base de la policía preventiva 

municipal de Jiutepec, conocida como **********, donde se 

encuentra en el área de seguridad y a disposición del Ministerio 

Público **********, quien es el que señaló la menor agraviada, para 

que la menor viera unas fotografías que estaban en el celular de la 

persona detenida. Al llegar a la ********** nos entrevistamos con el 

Juez Calificador en turno, a quien se le dijo el motivo de nuestra 

presencia y éste fue quien nos permitió el teléfono el cual estaba en 

las pertenencias de la persona asegurada, y es de la empresa 

**********l, y al revisarlo se encontró que en sus videoclips del 

teléfono, se aprecia a unos jóvenes y en particular uno de ellos 

cuenta con las características descritas por la joven agraviada… 

asimismo con autorización ya antes descrita a la menor se le mostró 

el contenido del celular y los videos el cual visualizó… El número 

telefónico del celular del detenido es **********…’. 

Es así, porque las fotografías y videos almacenados en un 

dispositivo electrónico merecen la protección que se les otorga 

a las comunicaciones privadas, ya que la Constitución no limita 

su tutela a las comunicaciones meramente escritas y verbales, 

en tanto que es indiscutible que, a través de esos medios, se 

resguardan datos privados e íntimos de las personas, en 

archivos electrónicos en forma de texto, audio, imagen o video, 

lo cual puede afectar la intimidad y privacidad de las personas, 

en ocasiones, con mayor gravedad y trascendencia que la 

intervención a una comunicación verbal o incluso a un domicilio 

particular, máxime que en la actualidad, con algunos 

dispositivos es posible acceder a cuentas de correo electrónico, 

mismas que, el Alto Tribunal ha considerado inviolables, por lo 

que no existe alguna razón o disposición constitucional que 

impida extender el concepto de inviolabilidad de las 
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comunicaciones privadas para el caso de teléfonos celulares 

que sirvan para comunicarse, además de verbalmente, vía 

mensaje de texto, envío y recepción de material audiovisual, así 

como para conservar archivos en los formatos ya referidos y 

acceder a cuentas personales en internet, entre otras funciones 

afines. 

Así, el derecho a la vida privada se ha vinculado con la 

inviolabilidad de la correspondencia y de las comunicaciones en 

general, así como de los registros de información personal en 

bancos de datos y otros dispositivos, por lo que las personas 

tienen derecho a que los demás no las invadan, sin su 

consentimiento, pero en tratándose de la persecución e 

investigación de delitos, excepcionalmente el Juez competente 

podrá ordenar la intromisión a esos medios electrónicos; 

debiendo quedar en claro que en ningún caso el Ministerio 

Público puede ordenar a los agentes investigadores que 

reproduzcan tales medios y los den a conocer a otras personas, 

toda vez que la Carta Magna prohíbe tal proceder. 

Al respecto, cobra aplicación la tesis de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son 

los siguientes: 

“DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y 
LA IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS 
REFERENCIAS A LA MISMA. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación se ha referido en varias tesis a los rasgos característicos 
de la noción de lo "privado". Así, lo ha relacionado con: lo que 
no constituye vida pública; el ámbito reservado frente a la 
acción y el conocimiento de los demás; lo que se desea 
compartir únicamente con aquellos que uno elige; las 
actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas 
con el hogar y la familia; o aquello que las personas no 
desempeñan con el carácter de servidores públicos. Por otro 
lado, el derecho a la vida privada (o intimidad) está reconocido y 
protegido en declaraciones y tratados de derechos humanos 
que forman parte del orden jurídico mexicano, como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) 
y la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 16). Al 
interpretar estas disposiciones, los organismos internacionales 
han destacado que la noción de vida privada atañe a la esfera de 
la vida en la que las personas pueden expresar libremente su 
identidad, ya sea en sus relaciones con los demás o en lo 
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individual, y han destacado su vinculación con un amplio 
abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la 
correspondencia y de las comunicaciones en general, la 
inviolabilidad del domicilio, las garantías respecto de los 
registros personales y corporales, las relacionadas con la 
recopilación y registro de información personal en bancos de 
datos y otros dispositivos; el derecho a una vivienda adecuada, 
a la salud y a la igualdad; los derechos reproductivos, o la 
protección en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones 
contenidas en las resoluciones nacionales e internacionales son 
útiles en la medida en que no se tomen de manera 
descontextualizada, emerjan de un análisis cuidadoso de los 
diferentes escenarios jurídicos en los que la idea de privacidad 
entra en juego y no se pretenda derivar de ellas un concepto 
mecánico de vida privada, de referentes fijos e inmutables. Lo 
único que estas resoluciones permiten reconstruir, en términos 
abstractos, es la imagen general que evoca la idea de privacidad 
en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas 
tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su 
existencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los 
demás, que les concierna sólo a ellos y les provea de 
condiciones adecuadas para el despliegue de su individualidad -
para el desarrollo de su autonomía y su libertad-. A un nivel más 
concreto, la misma idea puede describirse apelando al derecho 
de las personas a mantener fuera del conocimiento de los 
demás (o, a veces, dentro del círculo de sus personas más 
próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su 
existencia (conducta, datos, información, objetos) y al 
correspondiente derecho a que los demás no las invadan sin su 
consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la protección 
constitucional de la vida privada implica poder conducir parte de 
la vida de uno protegido de la mirada y las injerencias de los 
demás, y guarda conexiones de variado tipo con pretensiones 
más concretas que los textos constitucionales actuales 
reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de 
poder tomar libremente ciertas decisiones atinentes al propio 
plan de vida, el derecho a ver protegidas ciertas 
manifestaciones de integridad física y moral, el derecho al honor 
o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa 
apariencia, el derecho a impedir la divulgación de ciertos 
hechos o la publicación no autorizada de cierto tipo de 
fotografías, la protección contra el espionaje, la protección 
contra el uso abusivo de las comunicaciones privadas, o la 
protección contra la divulgación de informaciones comunicadas 
o recibidas confidencialmente por un particular.”10 

 

Lo que originó la formación de la siguiente tesis aislada: 

 

 
10 Novena Época, Registro 165823, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, materia constitucional, tesis 1a. CCXIV/2009, página 277. 
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“DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE COMUNICACIONES 

PRIVADAS. EL HECHO DE QUE EL JUEZ COMPETENTE PUEDA, 

EXCEPCIONALMENTE, EN LA PERSECUCIÓN E 

INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS, ORDENAR LA INTROMISIÓN 

A TELÉFONOS CELULARES, NO IMPLICA QUE EL MINISTERIO 

PÚBLICO PUEDA EXIGIR A LOS AGENTES INVESTIGADORES 

LA REPRODUCCIÓN DE LOS ARCHIVOS ELECTRÓNICOS QUE 

CONTENGA EL TELÉFONO MÓVIL DE UN DETENIDO. El 

derecho a la privacidad o intimidad está protegido por el artículo 

16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el cual establece la garantía de seguridad 

jurídica de todo gobernado a no ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino cuando medie 

mandato de autoridad competente debidamente fundado y 

motivado; además, el párrafo décimo segundo del propio 

numeral dispone que las comunicaciones privadas son 

inviolables, pero que el Juez valorará el alcance de éstas, 

siempre y cuando contengan información relacionada con la 

comisión de un delito, mientras que el siguiente párrafo 

establece que exclusivamente la autoridad judicial federal, a 

petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 

Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, 

podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación 

privada y que para ello la autoridad competente deberá fundar y 

motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, 

el tipo de intervención, los sujetos y su duración, sin que tales 

autorizaciones puedan otorgarse cuando se trate de materias de 

carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o 

administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido 

con su defensor. Ahora bien, los archivos electrónicos 

almacenados en teléfonos celulares merecen la protección que 

se les otorga a las comunicaciones privadas, ya que 

actualmente, a través de esos medios, pueden resguardarse 

datos privados e íntimos de las personas, en forma de texto, 

audio, imagen o video, los cuales, de revelarse a terceros, 

pueden llegar a afectar la intimidad y privacidad de alguien, en 
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ocasiones, con mayor gravedad y trascendencia que la 

intervención a una comunicación verbal o escrita, o incluso a un 

domicilio particular; luego, no existe razón o disposición 

constitucional alguna que impida extender la garantía de 

inviolabilidad de las comunicaciones privadas a los teléfonos 

celulares que sirven para comunicarse, además de verbalmente, 

mediante el envío y recepción de mensajes de texto, y de 

material audiovisual, así como para conservar archivos en los 

formatos ya referidos y acceder a cuentas personales en 

Internet, entre otras funciones afines, máxime que la 

Constitución Federal no limita su tutela a las formas escritas y 

verbales de comunicación, sino que alude a las comunicaciones 

privadas en general. Así, tratándose de la persecución e 

investigación de delitos, excepcionalmente el Juez competente 

podrá ordenar la intromisión a los teléfonos celulares, pero en 

ningún caso el Ministerio Público puede exigir a los agentes 

investigadores que reproduzcan los archivos electrónicos que 

contenga el teléfono celular de algún detenido.”11 

 

No existe información en autos de que tal criterio haya sido 

reiterado o abandonado en otro asunto por el citado órgano 

colegiado. 

 

CUARTO. Existencia de la contradicción. De conformidad 

con lo resuelto por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en sesión de **********, la nueva mecánica 

para abordar la procedencia de las contradicciones de tesis, no 

necesita pasar por el cumplimiento irrestricto de los requisitos 

establecidos en la tesis de jurisprudencia P./J. 26/2001, emitida 

por el Tribunal Pleno, cuyo rubro dice: “CONTRADICCIÓN DE 

TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. 
 

11 Décima Época, Registro: 160235, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis 
Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI,  Marzo de 
2012, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: XVIII.4o.7 P (9a.), Página:  1125 
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REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA,”12 puesto que dicho 

criterio fue ya interrumpido.  

 

Con base en ello, una nueva forma de aproximarse a los 

problemas que plantean los Tribunales Colegiados en este tipo de 

asuntos, debe pasar por una serie de reflexiones que abarquen 

desde la finalidad de la resolución del conflicto hasta la 

justificación mínima que en cada caso concreto debe acreditarse.  

 

Así, ¿qué finalidad persigue la resolución de una 

contradicción de tesis denunciada ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación? Para responder a esta pregunta se impone 

una interpretación del contenido de los artículos 107, fracción XIII, 

constitucional y 197-A de la Ley de Amparo, cuyos textos son los 

siguientes (énfasis añadido):  

 
“Artículo 107. Todas las controversias de que habla el 
Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del 
orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases 
siguientes: 
[…]. 
XIII.- Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito 
sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de 
su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, el Procurador General de la República, los 
mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en 
los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán 
denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de 
Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, según 
corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como 
jurisprudencia.” 
 
“Artículo 197-A. Cuando los Tribunales Colegiados de 
Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de 
amparo de su competencia, los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los 

 
12 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo 
XIII, abril de 2001, página 76. 
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mencionados Tribunales o los magistrados que los 
integren, o las partes que intervinieron en los juicios en que 
tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la 
contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, la que 
decidirá cual tesis debe prevalecer. El Procurador General 
de la República, por sí o por conducto del agente que al 
efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su 
parecer dentro del plazo de treinta días. 
 
La resolución que se dicte no afectará las situaciones 
jurídicas concretas derivadas de los juicios en los cuales se 
hubiesen dictado las sentencias contradictorias. 
 
La Suprema Corte deberá dictar la resolución dentro del 
término de tres meses y ordenar su publicación y remisión 
en los términos previstos por el artículo 195”. 

 

En ambos artículos se contiene una norma que confiere 

poderes de ejercicio obligatorio para la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, funcionando ya sea en Salas o en Pleno. Mediante 

el ejercicio de ese poder conferido, se busca esencialmente 

unificar los criterios interpretativos que dos o más Tribunales 

Colegiados ―o las Salas de la Corte, en su caso― llegaren a 

adoptar a la hora de resolver algún conflicto.  

 

Las normas citadas expresan, como condición para la 

procedencia de la contradicción de tesis, que los criterios 

enfrentados sean contradictorios. El sentido del concepto 

“contradictorio”, sin embargo, ha de entenderse cuidadosamente 

en función no tanto del estado de los criterios enfrentados sino de 

la finalidad antes apuntada: la unificación de criterios. Es decir, la 

condición que debe observarse está más ligada con el fin que con 

el medio. 
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La esencia de la contradicción, entonces, radica más en la 

necesidad de unificar criterios que en la de comprobar que se 

reúna una serie de características determinadas en los casos 

resueltos por los Tribunales Colegiados. Por ello, para comprobar 

que una contradicción de tesis es procedente, será indispensable 

determinar si existe una necesidad de unificación, es decir, una 

posible discrepancia en el proceso de interpretación más que en 

el producto  mismo.  Dicho en otras palabras, para determinar si 

existe o no una contradicción de tesis será necesario analizar 

detenidamente cada uno de los procesos interpretativos 

involucrados ―y no tanto los resultados que ellos arrojen― con el 

objeto de identificar si en algún tramo de los respectivos 

razonamientos se tomaron decisiones distintas ―no 

necesariamente contradictorias en términos lógicos― aunque 

legales. 

 

Lo anterior, no es más que el reflejo natural de los procesos 

interpretativos. Como se sabe, los sistemas jurídicos no contienen 

“respuestas correctas únicas”, esencialmente porque las fuentes 

del Derecho son sólo la materia prima del ejercicio jurisdiccional, 

mediante el que se va creando el llamado Derecho en acción. La 

legalidad, como dice **********, se complementa con el arbitrio 

judicial: “el sistema de arbitrio judicial y el sistema de 

legalidad forman una unidad imprescindible: tan falso e 

incompleto es un principio de arbitrio que prescinde de la 

legalidad como un principio de legalidad que prescinde del 

arbitrio. La razón de lo anterior es que tanto la legalidad 
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necesita del arbitrio para ser efectiva como el arbitrio 

necesita de la legalidad para ser lícito”. 

 

La discrecionalidad o arbitrio judicial puede definirse como 

aquella facultad que tienen los órganos jurisdiccionales para 

aplicar el Derecho a las circunstancias concretas del caso que 

han de resolver. Más precisamente, se trata de una facultad que 

la ley concede a los juzgadores para que dentro de límites más o 

menos amplios, la interpreten en relación con el supuesto 

concreto que ha de solventar, o completen algún extremo que la 

misma ley deja a su propio juicio.  

 

Así, es normal que a la hora de ejercer este arbitrio existan 

diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la legalidad. 

Por ello, las contradicciones de tesis que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, está llamada a resolver, deben avocarse a 

reducir al máximo, cuando no a eliminar, ese margen de 

discrecionalidad creado por la actuación legal y libre de los 

Tribunales contendientes.  

 

Resumiendo: si la finalidad de la contradicción de tesis es la 

unificación de criterios y si el problema radica en los procesos de 

interpretación —no en los resultados— adoptados por los 

Tribunales contendientes, entonces es posible afirmar que para 

que una contradicción de tesis sea procedente es necesario que 

se cumplan las siguientes condiciones:  

 

1. Que los Tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión 
litigiosa en la que se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio 
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judicial, a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de 
algún canon o método, cualquiera que fuese. 
 

2. Que entre los ejercicios interpretativos respectivos exista al menos un 
tramo de razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida 
gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico: ya sea el sentido 
gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de 
una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en 
general; y 
 

3. Que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta 
genuina acerca de si la forma de acometer la cuestión jurídica es 
preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también 
sea legalmente posible. 

 

Con este pequeño test, lo que se busca es detectar un 

diferendo de criterios interpretativos más allá de las 

particularidades de cada caso concreto. 

 

El anterior criterio se sustenta en las tesis jurisprudenciales 

números 22/2010 y 23/2010, aprobadas por esta Primera Sala, 

que respectivamente, a la letra dicen:  

 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU 

EXISTENCIA. Si se toma en cuenta que la finalidad última de 

la contradicción de tesis es resolver los diferendos 

interpretativos que puedan surgir entre dos o más 

tribunales colegiados de circuito, en aras de la seguridad 

jurídica, independientemente de que las cuestiones fácticas 

sean exactamente iguales, puede afirmarse que para que 

una contradicción de tesis exista es necesario que se 

cumplan las siguientes condiciones: 1) que los tribunales 

contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la 

que tuvieron que ejercer el arbitrio judicial a través de un 

ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon 

o método, cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios 
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interpretativos respectivos se encuentre al menos un 

razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida 

gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, ya sea el 

sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, 

la finalidad de una determinada institución o cualquier otra 

cuestión jurídica en general, y 3) que lo anterior pueda dar 

lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si 

la manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con 

relación a cualquier otra que, como la primera, también sea 

legalmente posible”. 13 

 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO. El 

Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, en 

sesión de 30 de abril de 2009, interrumpió la jurisprudencia 

P./J. 26/2001, de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS 

PARA SU EXISTENCIA’. Así, de un nuevo análisis al 

contenido de los artículos 107, fracción XIII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

197-A de la Ley de Amparo, la Primera Sala advierte como 

condición para la existencia de la contradicción de tesis que 

los criterios enfrentados sean contradictorios; sin embargo, 

el sentido del concepto ‘contradictorio’ ha de entenderse 

cuidadosamente, no tanto en función del estado de los 

criterios enfrentados, sino de la finalidad misma de la 

contradicción de tesis, que es generar seguridad jurídica. 

En efecto, la condición que debe observarse está más 

ligada con el fin que con el medio y, por tanto, la esencia de 

la contradicción radica más en la necesidad de dotar al 

 
13 Tesis: Jurisprudencial 1a./J. 22/2010, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: 
Primera Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXXI, 
Marzo de 2010, Página: 122. 
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sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de 

comprobar que se reúna una serie de características 

determinadas en los casos resueltos por los tribunales 

colegiados de circuito; de ahí que para determinar si existe 

o no una contradicción de tesis debe analizarse 

detenidamente cada uno de los procesos interpretativos 

involucrados ─y no tanto los resultados que ellos arrojen─ 

con el objeto de identificar si en algún razonamiento de las  

respectivas decisiones se tomaron vías de solución 

distintas ─no necesariamente contradictorias en términos 

lógicos─ aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial 

pueden existir diferendos, sin que ello signifique haber 

abandonado la legalidad. Por ello, en las contradicciones de 

tesis que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está 

llamada a resolver debe avocarse a reducir al máximo, 

cuando no a eliminar, ese margen de discrecionalidad 

creado por la actuación legal y libre de los tribunales 

contendientes”. 14 

 

QUINTO. A continuación, se explicitan las razones por las 

cuales se considera que este asunto sí cumple con los requisitos 

de existencia: 

 

Primer requisito: ejercicio interpretativo y arbitrio 

judicial. A juicio de esta Primera Sala los tribunales 

contendientes, al resolver las cuestiones litigiosas presentadas, 

se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de 

un ejercicio interpretativo para llegar a una solución determinada. 

Ello se desprende de las resoluciones emitidas por los tribunales 

 
14 Tesis: Jurisprudencial 1a./J. 23/2010, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: 
Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXXI, 
Marzo de 2010 Página: 123. 
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colegiados contendientes, las cuales se detallaron en el 

considerando tercero de la presente resolución. 

 

Segundo requisito: punto de toque y diferendo de 

criterios interpretativos. Esta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación considera que de la lectura de los 

aspectos destacados en las ejecutorias mencionadas en los 

párrafos anteriores, se desprende que la interpretación realizada 

por los Tribunales Colegiados contendientes versó sobre un 

mismo problema jurídico, cuyas características y antecedentes 

resultan ser esencialmente idénticos. No obstante lo anterior, la 

conclusión a la que arribaron no fue en el mismo sentido jurídico, 

esto es:  

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y  

Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el 

**********, el amparo directo penal **********, negó la protección de 

la Justicia Federal y, al dar respuesta a uno de los argumentos de 

la parte quejosa, en lo que interesa, expuso que la revisión de la 

información contenida en los teléfonos celulares relacionados con 

la comisión de un delito no constituye una intervención de 

comunicaciones privadas, cuya inviolabilidad preserva el artículo 

16 de la Constitución Federal y, por tanto, no se requiere del 

consentimiento de los inculpados para que la autoridad 

investigadora indague la información que contienen, toda vez que 

al tratarse del aseguramiento de los objetos que aquéllos llevaban 

consigo el día de su aprehensión, procede que la Representación 

Social realice sobre los aparatos telefónicos las pruebas que 

estime pertinentes para el debido esclarecimiento de los hechos a 
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que se contrae la causa penal de origen, y así, la autoridad 

judicial pueda otorgarles el valor que les corresponda conforme a 

las normas procesales aplicables. 

 

Por su parte, el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 

Octavo Circuito, en sesión del **********, resolvió en el amparo 

directo penal **********, y determinó conceder la protección de la 

Justicia Federal solicitada, para lo cual razonó que el derecho a la 

privacidad o intimidad está protegido por el artículo 16, párrafo 

primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, por lo que los archivos electrónicos almacenados en 

teléfonos celulares merecen la protección que se les otorga a las 

comunicaciones privadas, ya que actualmente, a través de esos 

medios, pueden resguardarse datos privados e íntimos de las 

personas, en forma de texto, audio, imagen o video, los cuales, de 

revelarse a terceros, pueden llegar a afectar la intimidad y 

privacidad de alguien, en ocasiones, con mayor gravedad y 

trascendencia que la intervención a una comunicación verbal o 

escrita, o incluso a un domicilio particular; luego, no existe razón o 

disposición constitucional alguna que impida extender la garantía 

de inviolabilidad de las comunicaciones privadas a los teléfonos 

celulares que sirven para comunicarse, además de verbalmente, 

mediante el envío y recepción de mensajes de texto, y de material 

audiovisual, así como para conservar archivos en los formatos ya 

referidos y acceder a cuentas personales en Internet, entre otras 

funciones afines, máxime que la Constitución Federal no limita su 

tutela a las formas escritas y verbales de comunicación, sino que 

alude a las comunicaciones privadas en general. Así, tratándose 
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de la persecución e investigación de delitos, excepcionalmente el 

Juez competente podrá ordenar la intromisión a los teléfonos 

celulares, pero en ningún caso el Ministerio Público puede exigir a 

los agentes investigadores que reproduzcan los archivos 

electrónicos que contenga el teléfono celular de algún detenido. 

 

En ese orden de ideas, queda evidenciado que no obstante 

que los antecedentes y elementos jurídicos a evaluar resultan 

esencialmente iguales, en el aspecto específico del orden de 

estudio apuntado los órganos jurisdiccionales concluyeron con 

posiciones jurídicas discrepantes. 

 

Con base en lo anterior, queda acreditada la existencia de la 

contradicción de tesis. 

 

Tercer requisito: Surgimiento de la pregunta que detona 

la procedencia de la contradicción. Finalmente, de las 

constancias de autos se advierte que los puntos de vista de los 

tribunales contendientes, al reflejar contradicción en sus 

consideraciones y razonamientos, pueden dar lugar a la 

formulación de una pregunta genuina acerca de si ¿constituye o 

no una violación a la intervención de comunicaciones 

privadas, preservada en el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, el que la autoridad 

ministerial o los agentes a su mando revisen, extraigan o 

utilicen como medio de prueba los archivos electrónicos 

almacenados en forma de texto, audio, imagen o video, del 
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teléfono celular que traía consigo el detenido relacionado con 

la comisión de un delito? 

 

SEXTO. Debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, el 

criterio sustentado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 

 

La inviolabilidad de las comunicaciones privadas está 

resguardada en el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estado Unidos Mexicanos, que en su parte conducente establece: 

 

“Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley 
sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la 
libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean 
aportadas de forma voluntaria por alguno de los 
particulares que participen en ellas. El juez valorará el 
alcance de éstas, siempre y cuando contengan información 
relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso 
se admitirán comunicaciones que violen el deber de 
confidencialidad que establezca la ley. 
 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de 
la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, 
podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación 
privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y 
motivar las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y 
su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar 
estas autorizaciones cuando se trate de materias de 
carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o 
administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del 
detenido con su defensor. 
 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que 
resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las 
solicitudes de medidas cautelares, providencias 
precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, 
que requieran control judicial, garantizando los derechos 
de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá 
existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones 
entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades 
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competentes. 
 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los 
requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados 
de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán 
de todo valor probatorio. 
 
(…) 
 
La correspondencia que bajo cubierta circule por las 
estafetas estará libre de todo registro, y su violación será 
penada por la ley.” 
 

Respecto al tema de la inviolabilidad de las comunicaciones 

privadas, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que se trata de un derecho fundamental. 

 

Sin embargo, para saber el ámbito de protección 

constitucional, es indispensable dotar de contenido a ese derecho 

fundamental, es por ello que cabría preguntarse ¿cuáles son sus 

límites materiales? y ¿qué tipo de comunicaciones se 

encuentran protegidas por este derecho?  

 

La respuesta a esas interrogantes han quedado aclaradas 

por esta Primera Sala, al resolver por unanimidad de cinco votos 

el amparo directo en revisión **********, en sesión del **********, 

bajo la ponencia del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

 
En efecto, al resolver dicho asunto se hizo una interpretación 

de la norma constitucional en comento y se acudió a las diversas 

tesis que esta Suprema Corte ha sostenido en cuanto a ese 

derecho, funcionando en Pleno y en Salas. 
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Así, se expuso que la comprensión del régimen 

constitucional de este derecho nos obliga a distinguir sus 

elementos configuradores: 

 

Al respecto, se sostuvo que a pesar de ser una 

manifestación más de aquellos derechos que preservan al 

individuo de un ámbito de actuación libre de injerencias de 

terceros –como sucede con el derecho a la intimidad, a la 

inviolabilidad del domicilio  o la protección de datos personales-, 

el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas 

posee una autonomía propia reconocida por la Constitución. 

 

En cuanto a su objeto, se dijo que el derecho a la 

inviolabilidad de las comunicaciones se configura como una 

garantía formal, esto es, las comunicaciones resultan 

protegidas con independencia de su contenido. En este 

sentido, no se necesita en modo alguno analizar el contenido de 

la comunicación, o de sus circunstancias, para determinar su 

protección por el derecho fundamental.  

 

Este elemento distingue claramente al derecho a la 

inviolabilidad de las comunicaciones de otros derechos 

fundamentales, como es el de la intimidad. En este último caso, 

para considerar que se ha consumado su violación, resulta 

absolutamente necesario acudir al contenido de aquello de lo que 

se predica su pertenencia al ámbito íntimo o privado. 

 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 194/2012. 

 27 

En definitiva –se expuso-, lo que se encuentra prohibido por 

el párrafo decimosegundo del artículo 16 de la Constitución es la 

intercepción o el conocimiento antijurídico de una comunicación 

ajena. La violación de este derecho se consuma en el momento 

en que se escucha, se graba, se almacena, se lee o se registra     

–sin el consentimiento de los interlocutores-, una comunicación 

ajena, con independencia de que, con posterioridad, se difunda el 

contenido de la conversación interceptada. 

 

Se agregó que respecto a esta última cuestión, era 

conveniente enfatizar en que la reserva de las comunicaciones 

se impone sólo frente a terceros, de tal forma que el 

levantamiento del secreto por uno de los participantes en la 

comunicación no se considera una violación a este derecho 

fundamental15. Lo anterior no resulta óbice para que, en su caso, 

se configure una violación al derecho a la intimidad dependiendo, 

como se señaló anteriormente, del contenido concreto de la 

conversación divulgada. 

 

Asimismo, se dijo que era importante señalar que el objeto 

de protección constitucional no hace referencia únicamente al 

proceso de comunicación, sino también a aquellos datos que 

identifican la comunicación. 

 
15 En este mismo sentido ya se pronunció esta Primera Sala en el amparo en revisión 
481/2008, del cual derivo la tesis aislada de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. NO 
SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS 
PROPIOS INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA COMUNICACIÓN 
EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE DERIVAR EL DESPLIEGUE DE 
UNA CONDUCTA DELICTIVA (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y 
DÉCIMO DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008)  (Novena Época, 
Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, octubre de 
2008, 1ª. XCV/2008, Página 414). 
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A fin de garantizar la reserva que se predica de todo 

proceso comunicativo privado, se enfatizó en que resultaba 

indispensable que los datos externos de la comunicación 

también sean protegidos. Esto se debe a que, si bien es cierto 

que los datos no se refieren al contenido de la comunicación, 

también lo es que en muchas ocasiones ofrecen información 

sobre las circunstancias en que se ha producido la comunicación, 

afectando así, de modo directo o indirecto, la privacidad de los 

comunicantes. 

 

Se abundó en que estos datos, que han sido denominados 

habitualmente en la doctrina como “datos de tráfico de las 

comunicaciones”16, deberán ser objeto de análisis por parte del 

intérprete a fin de determinar si su intercepción y conocimiento 

antijurídico resultan contrarios al derecho fundamental en cada 

caso concreto.  

 

Así, de modo ejemplificativo, se aludió a que el registro de 

los números marcados por un usuario de la red telefónica, la 

identidad de los comunicantes o la duración de la llamada 

telefónica, llevado a cabo sin las garantías necesarias para la 

restricción del derecho fundamental al secreto de las 

comunicaciones, puede provocar su vulneración. Lo mismo 

 
16 Véase al respecto, **********, Intervención judicial en los datos de tráfico de las 
comunicaciones: La injerencia judicial en listados de llamadas y otros elementos externos 
de las telecomunicaciones y comunicaciones electrónicas, Barcelona, Bosch, 2003. 
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sucede con los datos de identificación de un correo electrónico, 

como puede ser la dirección de protocolo de internet (IP)17. 

 

En lo que hace al ámbito temporal de protección de las 

comunicaciones privadas, se destacó que era importante señalar 

que la inviolabilidad de las comunicaciones se extiende 

también con posterioridad al momento en el que se produce 

la comunicación.  Esto resulta de especial importancia en 

aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto 

una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen 

muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, 

conservan el contenido de las conversaciones. 

 

Así –se expuso-, el párrafo decimosegundo del artículo 16 

constitucional no sólo proscribe aquellas interceptaciones de 

comunicaciones en tiempo real –es decir, durante el tiempo en 

que efectivamente se entabla la conversación-, sino también 

aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los 

soportes materiales que almacenan la comunicación.  

 

Por último, y por obvio que parezca –se dijo-, resulta 

importante advertir dos cuestiones. En primer término, que la 

intercepción de las comunicaciones privadas requiere de la 

intención del tercero ajeno a la misma. Esto es, se debe 

intervenir conscientemente en el proceso comunicativo y no como 

consecuencia de un error o casualidad. En este último caso, no se 

 
17 En un sentido similar se pronunció la Corte Europea de Derechos Humanos, en 
sentencia de **********, en el caso ********** contra **********, en la que determino que 
la práctica del metering o comptage  (identificación de números telefónicos), podría 
resultar violatoria del artículo 8.1 del Convenio.  
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produciría consecuencia jurídica alguna, si aquél que interviene 

fortuitamente en una comunicación ajena, no difunde el contenido 

de la misma o afecta otro derecho. En segundo lugar, que la 

violación al derecho fundamental en estudio requiere un medio de 

transmisión del mensaje distinto de la palabra o gesto percibido 

directamente entre dos individuos, esto último, con independencia 

–otra vez-, de la posible violación al derecho a la intimidad. 

 

En lo que respecta al medio a través del cual se realiza 

la comunicación objeto de protección –aspecto importante 

para el desarrollo de la presente contradicción de tesis-, se 

hicieron las siguientes afirmaciones. 

 

Tradicionalmente, las comunicaciones protegidas por la 

Constitución han sido identificadas con la correspondencia de 

carácter escrito, que es la forma más antigua de comunicarse a 

distancia entre las personas. De ahí que en el penúltimo párrafo 

del artículo 16 de la Constitución se señale que: “la 

correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará 

libre de todo registro”. Sin embargo, la expresa referencia a las 

comunicaciones postales no debe interpretarse como una relación 

cerrada. 

 

En primer término, es necesario señalar que nuestra 

Constitución no limita los medios a través de los cuales se puede 

producir la comunicación objeto de protección del derecho 

fundamental en estudio. Esto resulta acorde con la finalidad de la 

norma, que no es otra que la libertad de las comunicaciones, 
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siendo que ésta puede ser conculcada por cualquier medio o 

artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías. 

 

Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono 

alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las 

comunicaciones que se producen mediante sistemas de correo 

electrónico, mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, 

intercambio de archivos en línea y redes sociales. Las 

posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes 

se han multiplicado por tantos programas y sistemas como la 

tecnología es capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las 

maneras en que dichos contenidos pueden ser interceptados y 

conocidos por aquéllos a quienes no se han autorizado 

expresamente para ello.  

 

En definitiva -se acotó-, que todas las formas existentes 

de comunicación y aquéllas que sean fruto de la evolución 

tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho 

fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones 

privadas. 

 

Asimismo, se aseveró que el ámbito de actuación de un 

individuo, libre de injerencias de terceros, no se encuentra 

protegido únicamente por la inviolabilidad de las comunicaciones 

privadas, dado que se trata de una garantía formal que protege el 

proceso comunicativo con independencia del contenido de los 

mensajes. Sin embargo, existe otro derecho fundamental, el de 

intimidad, que protege un ámbito propio y reservado  de las 
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personas que se pretende mantener ajeno al conocimiento de 

terceros. En palabras del Pleno de este Alto Tribunal, es “el 

derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos 

aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la 

publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, 

pensamientos o sentimientos”18. 

 

En función del caso que ahí se juzgó, se añadió que el 

hecho de  divulgar sin la autorización de sus autores, cientos de 

correos electrónicos y ofrecerlos como prueba en juicio, 

vulneraba de forma flagrante el derecho a la intimidad, aun 

cuando aquéllos hayan sido descubiertos fortuitamente. En 

definitiva, se dijo que era un aspecto que, por decisión de su 

titular, debía mantenerse ajeno al conocimiento de terceros. 

 

Se agregó en otro apartado que la fuerza normativa de la 

Constitución y el carácter inviolable de los derechos 

fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la 

colectividad, de tal modo que todos los sujetos del 

ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los 

derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, 

incluyendo, la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es 

decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los que 

puede defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos 

jurisdiccionales. 

 

 
18 Novena Época, Pleno, Semanario Judicial y su Gaceta, Tomo XXX, diciembre de 2009, 
P.LXVII/2009, página 7. 
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Así, esta Primera Sala enfatizó en el citado precedente que 

las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando 

derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta 

afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los 

poderes públicos, como a aquéllas obtenidas, por su cuenta 

y riesgo, por un particular.  

 

Lo anterior –se dijo-, viene a confirmar el criterio sostenido 

por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en el amparo en 

revisión 2/2000, en el cual se determinó que: “si un gobernado 

realiza la intervención de alguna comunicación privada sin el 

consentimiento expreso e irrefutable de los que la entablan, 

incurrirá en un ilícito constitucional; por ende, si dentro de un 

juicio civil, en cualquiera de sus especies, una de las partes 

ofrece como prueba la grabación de una comunicación privada 

que no fue obtenida legalmente, tal probanza debe estimarse 

contraria a derecho y, por tanto, no debe admitirse por el juzgador 

correspondiente, pues ello implicaría convalidar un hecho que en 

sí mismo es ilícito”19. 

 

Respecto a la prueba ilícita, se hizo referencia a que 

también se había pronunciado el Tribunal Pleno al establecer que 

el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas 

resulta prevalente sobre el derecho de defensa y prueba 

garantizados en los artículos 14 y 17 de la Constitución, 
 

19 “COMUNICACIONES PRIVADAS. LAS PRUEBAS OFRECIDAS DENTRO DE UN 
JUICIO CIVIL, OBTENIDAS POR UN GOBERNADO SIN RESPETAR LA 
INVIOLABILIDAD DE AQUÉLLAS, CONSTITUYEN UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL, 
POR LO QUE RESULTAN CONTRARIAS A DERECHO Y NO DEBEN ADMITIRSE POR 
EL JUZGADOR CORRESPONDIENTE” (Novena Época, Segunda Sala, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, diciembre de 2000, 2ª. CLXI/2000, 
Página: 428).  
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prerrogativas –estas últimas- “que se encuentran sujetas a 

limitaciones establecidas para sujetar al principio de legalidad la 

disciplina probatoria y para garantizar que la actividad 

jurisdiccional se lleve a cabo en estricto cumplimiento al marco 

constitucional y legal aplicable, por lo que cualquier grabación 

derivada de la intervención de una comunicación privada que no 

se haya autorizado en términos de lo establecido en el artículo 16 

constitucional constituye una prueba ilícita que carece de todo 

valor probatorio”20. 

 

En este orden de ideas, se concluyó en que todo elemento 

probatorio que pretenda deducirse de la violación de 

derechos fundamentales es de imposible valoración en 

nuestro ordenamiento. La ineficacia de la prueba no sólo 

afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto 

constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino 

también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, 

aunque en su consecución se hayan cumplido todos los 

requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido 

conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental     

–las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, 

por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, 

no pueden ser utilizadas en el proceso. 

 

 
20 “INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS SIN AUTORIZACIÓN  
JUDICIAL. LAS GRABACIONES DERIVADAS DE UN ACTO DE ESA NATURALEZA 
CONSTITUYEN PRUEBAS ILÍCITAS QUE POR MANDATO EXPRESO DEL ARTÍCULO 
16 CONSTITUCIONAL CARECEN DE TODO VALOR PROBATORIO” (Novena Época, 
Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, abril de 2008, 
P.XXXIII/2008, Página: 6). 
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El precedente en consulta -amparo directo en revisión 

**********-, propició la creación de diversas tesis aisladas sobre el 

derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas21, 

destacando, para el caso de la contradicción de tesis que nos 

ocupa, las siguientes: 

 
“DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS 

COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO 

TEMPORAL DE PROTECCIÓN. La inviolabilidad de 

las comunicaciones privadas, en lo que respecta a 

su ámbito temporal de protección, se extiende 

también con posterioridad al momento en el que se 

produce la comunicación. Esto resulta de especial 

importancia en aquellos casos en los que el 

mensaje se materializa en un objeto una vez 

finalizado el proceso comunicativo, ya que existen 

muchos medios de comunicación que, por su 

naturaleza, conservan el contenido de las 

conversaciones. Así, el artículo 16, párrafos 

decimosegundo y decimotercero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, no sólo proscribe aquellas 

interceptaciones de comunicaciones en tiempo real 

-es decir, durante el tiempo en que efectivamente 

se entabla la conversación-, sino también aquellas 

injerencias que se realizan con posterioridad en los 

 
21 Tales tesis fueron publicadas en el Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta, 
en el mes de Agosto de 2011, es decir, con posterioridad a que los Tribunales Colegiados 
contendientes resolvieran sus respectivos juicios de amparo directo que originaron la 
contradicción de criterios que ahora se resuelve. 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 194/2012. 

 36 

soportes materiales que almacenan la 

comunicación.”22 

 
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 

 
“DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS 

COMUNICACIONES PRIVADAS. MEDIOS A TRAVÉS 

DE LOS CUALES SE REALIZA LA COMUNICACIÓN 

OBJETO DE PROTECCIÓN. Tradicionalmente, las 

comunicaciones privadas protegidas en sede 

constitucional han sido identificadas con la 

correspondencia de carácter escrito, que es la 

forma más antigua de comunicarse a distancia 

entre las personas. De ahí que en el penúltimo 

párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, se señale que "la 

correspondencia que bajo cubierta circule por las 

estafetas estará libre de todo registro". Sin 

embargo, la expresa referencia a las 

comunicaciones postales no debe interpretarse 

como una relación cerrada. En primer término, es 

necesario señalar que nuestra Constitución no 

limita los medios a través de los cuales se puede 

producir la comunicación objeto de protección del 

derecho fundamental en estudio. Esto resulta 

acorde con la finalidad de la norma, que no es otra 

que la libertad de las comunicaciones, siendo que 

 
22 Novena Época, Instancia: Primera Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Materia(s): Constitucional, Tesis: 
1a. CLVI/2011, Página: 220 
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ésta puede ser conculcada por cualquier medio o 

artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas 

tecnologías. Del tradicional correo o telégrafo, 

pasando por el teléfono alámbrico y el teléfono 

móvil, hemos llegado a las comunicaciones que se 

producen mediante sistemas de correo electrónico, 

mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, 

intercambio de archivos en línea y redes sociales. 

Las posibilidades de intercambio de datos, 

informaciones y mensajes se han multiplicado por 

tantos programas y sistemas como la tecnología es 

capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las 

maneras en que dichos contenidos pueden ser 

interceptados y conocidos por aquellos a quienes 

no se ha autorizado expresamente para ello. En 

definitiva, todas las formas existentes de 

comunicación y aquellas que sean fruto de la 

evolución tecnológica, deben quedar protegidas 

por el derecho fundamental a la inviolabilidad de 

las comunicaciones privadas.”23 

 
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 

 
“DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS 

COMUNICACIONES PRIVADAS. SU OBJETO DE 

PROTECCIÓN INCLUYE LOS DATOS QUE 

IDENTIFICAN LA COMUNICACIÓN. El objeto de 

 
23 Novena Época, Instancia: Primera Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Materia(s): Constitucional, Tesis: 
1a. CLVIII/2011, Página: 217 
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protección constitucional del derecho a la 

inviolabilidad de las comunicaciones privadas, 

previsto en el artículo 16, párrafos decimosegundo 

y decimotercero, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, no hace referencia 

únicamente al proceso de comunicación, sino 

también a aquellos datos que identifican la 

comunicación. A fin de garantizar la reserva que se 

predica de todo proceso comunicativo privado, 

resulta indispensable que los datos externos de la 

comunicación también sean protegidos. Esto se 

debe a que, si bien es cierto que los datos no se 

refieren al contenido de la comunicación, también 

lo es que en muchas ocasiones ofrecen 

información sobre las circunstancias en que se ha 

producido la comunicación, afectando así, de modo 

directo o indirecto, la privacidad de los 

comunicantes. Estos datos, que han sido 

denominados habitualmente como "datos de tráfico 

de las comunicaciones", deberán ser objeto de 

análisis por parte del intérprete, a fin de determinar 

si su intercepción y conocimiento antijurídico 

resultan contrarios al derecho fundamental en cada 

caso concreto. Así, de modo ejemplificativo, el 

registro de los números marcados por un usuario 

de la red telefónica, la identidad de los 

comunicantes, la duración de la llamada telefónica 

o la identificación de una dirección de protocolo de 
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internet (IP), llevados a cabo sin las garantías 

necesarias para la restricción del derecho 

fundamental al secreto de las comunicaciones, 

puede provocar su vulneración.”24 

 
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 

 

Hasta lo aquí expuesto, se puede concluir que es criterio de 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que: 

 
a) En cuanto a su objeto, el derecho a la inviolabilidad de 

las comunicaciones se configura como una garantía 
formal, esto es, las comunicaciones resultan protegidas 
con independencia de su contenido. 
 

b) Lo que se encuentra prohibido por el párrafo 
decimosegundo del artículo 16 de la Constitución es la 
intercepción o el conocimiento antijurídico de una 
comunicación ajena. La violación de este derecho se 
consuma en el momento en que se escucha, se graba, se 
almacena, se lee o se registra –sin el consentimiento de 
los interlocutores-, una comunicación ajena, con 
independencia de que, con posterioridad, se difunda el 
contenido de la conversación interceptada. 
 

c) El objeto de protección constitucional no hace referencia 
únicamente al proceso de comunicación, sino también a 
aquellos datos que identifican la comunicación. 
 

d) El registro de los números marcados por un usuario de la 
red telefónica, la identidad de los comunicantes o la 
duración de la llamada telefónica, llevado a cabo sin las 
garantías necesarias para la restricción del derecho 

 
24 Novena Época, Instancia: Primera Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Materia(s): Constitucional, Tesis: 
1a. CLV/2011, Página: 221 
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fundamental al secreto de las comunicaciones, puede 
provocar su vulneración. 
 

e) La inviolabilidad de las comunicaciones se extiende 
también con posterioridad al momento en el que se 
produce la comunicación. Esto resulta de especial 
importancia en aquellos casos en los que el mensaje se 
materializa en un objeto una vez finalizado el proceso 
comunicativo, ya que existen muchos medios de 
comunicación que, por su naturaleza, conservan el 
contenido de las conversaciones. 
 

f) El párrafo decimosegundo del artículo 16 constitucional 
no sólo proscribe aquellas interceptaciones de 
comunicaciones en tiempo real –es decir, durante el 
tiempo en que efectivamente se entabla la conversación-, 
sino también aquellas injerencias que se realizan con 
posterioridad en los soportes materiales que almacenan 
la comunicación.  
 

g) Nuestra Constitución no limita los medios a través de los 
cuales se puede producir la comunicación objeto de 
protección del derecho fundamental en estudio. Esto 
resulta acorde con la finalidad de la norma, que no es 
otra que la libertad de las comunicaciones, siendo que 
ésta puede ser conculcada por cualquier medio o artificio 
técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías. 
 

h) Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono 
alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las 
comunicaciones que se producen mediante sistemas de 
correo electrónico, mensajería sincrónica o instantánea 
asincrónica, intercambio de archivos en línea y redes 
sociales. Las posibilidades de intercambio de datos, 
informaciones y mensajes se han multiplicado por tantos 
programas y sistemas como la tecnología es capaz de 
ofrecer y, por lo tanto, también las maneras en que 
dichos contenidos pueden ser interceptados y conocidos 
por aquéllos a quienes no se ha autorizado 
expresamente para ello.  
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i) En definitiva, todas las formas existentes de 
comunicación y aquéllas que sean fruto de la evolución 
tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho 
fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas. 
 

j) Las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando 
derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta 
afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los 
poderes públicos, como a aquéllas obtenidas, por su 
cuenta y riesgo, por un particular. 
 
 

k) La ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas 
obtenidas directamente en el acto constitutivo de la 
violación de un derecho fundamental, sino también a las 
adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su 
consecución se hayan cumplido todos los requisitos 
constitucionales. 
 

l) Todo elemento probatorio que pretenda deducirse de la 
violación de derechos fundamentales es de imposible 
valoración en nuestro ordenamiento. 

 

Como se puede advertir, los alcances de protección de la 

inviolabilidad de las comunicaciones privadas, desde luego se 

extienden también al llamado teléfono celular, pero ¿cuál es su 

concepto? 

 

Al respecto, se define como un dispositivo móvil, pequeño, 

con capacidades de procesamiento (cada vez más parecidos a 

una PC), móviles y portátiles, con conexión permanente o 

intermitente a una red (internet), con memoria limitada, diseñados 

para llevar a cabo funciones generales, como de correo 
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electrónico, hablar por teléfono, mensajes, manejo de imágenes, 

música y video.25 

 

Ahora bien, la vida cotidiana revela que el llamado teléfono 

celular está al alcance de cualquier persona, sin importar su 

estatus socioeconómico, dados los bajos costos en que se puede 

adquirir un equipo en el mercado nacional, por lo que 

dependiendo su modelo, se advertirá que cualidades de uso 

posee. 

 

Los tiempos en que dicho aparato móvil únicamente servían 

para hacer llamadas telefónicas, han quedado rebasados con la 

instauración de programas y sistemas como la tecnología es 

capaz de ofrecer. Así, hoy día tales equipos en su configuración 

permiten funciones, además de la comunicación verbal, las de 

servicios de internet, correo electrónico, mensajes, manejo de 

imágenes, música y video. 

 

En esa medida, cualquier persona que cuente con un 

celular, tiene el derecho de guardar información en la memoria del 

aparato, por lo que, acorde a los alcances que esta Primera Sala 

determinó respecto a la reserva de las comunicaciones protegida 

por el artículo 16 de la Carta Magna, esa información se clasifica 

como privada, es decir, que pertenece exclusivamente a la 

intimidad de la persona; es por ello que se dijo que la reserva de 

las comunicaciones se impone sólo frente a terceros, de tal forma 

que el levantamiento del secreto por uno de los participantes en la 

 
25 Publicado en www.fca.unam.mx/docs/.../02_programacion_de_dispositivos_moviles.pdf, revisado 
el 25 de septiembre de 2012. 

http://www.fca.unam.mx/docs/.../02_programacion_de_dispositivos_moviles.pdf
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comunicación no se considera una violación a este derecho 

fundamental. 

 

Por otro lado, debe expresarse que esta Primera Sala no es 

ajena a la circunstancia particular que se suscita actualmente en 

nuestro país, con el mal uso de los teléfonos celulares, pues la 

experiencia en el conocimiento de los asuntos, revelan las 

prácticas delictivas que se originan con su utilización, en este 

ámbito, encontramos la proliferación de extorsiones, chantajes, 

secuestros, etc.  

 

Es por ello que el legislador en el referido artículo 16 

constitucional, impuso como límite para la inviolabilidad de las 

comunicaciones privadas, su intervención previa autorización 

exclusiva por parte de la autoridad judicial federal, a petición de la 

autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 

Público de la entidad federativa correspondiente. 

 

Empero, dicho precepto no hace distinción alguna 

tratándose de las personas sujetas a investigación, es decir, la 

norma se concibió como una medida proteccionista de tutela 

general, por lo que aplicando el principio de derecho que afirma 

“donde la ley no distingue, no hay por qué distinguir”, no 

existe argumento válido para restringir los derechos 

fundamentales a cualquier sujeto, por el solo hecho de estar 

detenida. 
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En esa tesitura, si la autoridad encargada de la investigación 

de un delito, advierte que cualquier detenido tiene en su poder un 

teléfono celular y el mismo pudo haber sido utilizado como medio 

para fines antisociales, está constitucionalmente facultada para 

solicitar a la autoridad judicial la intervención de las 

comunicaciones privadas almacenadas en ese dispositivo, en los 

términos descritos en el citado artículo 16. 

 

La información que se extraiga, vía autorización judicial, de 

los archivos electrónicos, ya sea en forma de texto, audio, imagen 

o video, relacionada estrictamente con la posible comisión de un 

hecho delictivo, puede ser incorporada al procedimiento penal y, 

por ende, será lícita. 

 

Sin embargo, si esa actividad de búsqueda y obtención de 

información se realiza sin la autorización judicial 

correspondiente, cualquier prueba que se extraiga, o bien, la 

que derive de ésta, será considerada como ilícita, como lo definió 

esta Primera Sala en el precedente de que se trata, pues en dicho 

supuesto se actuó fuera de los márgenes constitucionales 

permitidos, por lo que al tratarse de comunicaciones privadas, 

todas las formas existentes de comunicación y aquéllas que sean 

fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el 

derecho fundamental a su inviolabilidad. 

 

Cabe enfatizar que en la práctica, el artículo 181 del Código 

Federal de Procedimientos Penales, permite que “los 

instrumentos, objetos o productos del delito, así como los 
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bienes en que existan huellas o pudieran tener relación con 

éste, serán asegurados a fin de que no se alteren, destruyan 

o desaparezcan”, por lo que es por medio de la figura del 

aseguramiento como la autoridad podrá conservar bajo su 

resguardo el teléfono celular de la persona detenida y sujeta a 

investigación y, a partir del momento en que lo decrete, puede 

válidamente hacer las gestiones pertinentes ante la autoridad 

judicial con el fin de tener la autorización legal para acceder a 

dicho equipo y revisar la información contenida. 

 

En esas condiciones, conforme al criterio de esta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, además, con 

apoyo en las diversas tesis de este Tribunal Pleno y de la 

Segunda Sala que se retomaron en el citado precedente, se 

puede colegir que en términos del artículo 16 constitucional, para 

intervenir una comunicación privada, se requiere autorización 

exclusiva por parte de la autoridad judicial federal, a petición de la 

autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 

Público de la entidad federativa correspondiente, por lo que todas 

las formas existentes de comunicación y aquéllas que sean fruto 

de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el 

derecho fundamental a su inviolabilidad; tal como sucede con el 

teléfono móvil en el que se guarda información que ha sido 

clasificada como privada por esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de ahí que el ámbito de protección 

se extiende a los datos almacenados en ese dispositivo, ya sea 

en forma de texto, audio, imagen o video.  
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Partiendo de lo anterior, no existe razón para restringir ese 

derecho a cualquier persona por su sola calidad de haber sido 

detenida y estar sujeta a investigación por la posible comisión de 

un delito.  

 

En esa tesitura, si la autoridad encargada de la 

investigación, al detenerla, advierte que traía consigo un teléfono 

celular, está facultada para decretar el aseguramiento de ese 

objeto y solicitar a la autoridad judicial la intervención de las 

comunicaciones privadas, en los términos como lo describe la 

norma constitucional citada; de manera que si esa actividad se 

realiza sin que exista esa autorización judicial, cualquier prueba 

que se extraiga, o bien, la que derive de ésta, será considerada 

como ilícita y no tendrá valor jurídico alguno. 

 

En consecuencia, debe prevalecer, con carácter de 

jurisprudencia, el criterio sustentado por esta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los siguientes 

términos: 

 
DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS 

COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO DE 

PROTECCIÓN SE EXTIENDE A LOS DATOS 

ALMACENADOS EN EL TELÉFONO MÓVIL 

ASEGURADO A UNA PERSONA DETENIDA Y 

SUJETA A INVESTIGACIÓN POR LA POSIBLE 

COMISIÓN DE UN DELITO. En términos del artículo 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para intervenir una comunicación privada 



CONTRADICCIÓN DE TESIS 194/2012. 

 47 

se requiere autorización exclusiva de la autoridad 

judicial federal, a petición de la autoridad federal que 

faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la 

entidad federativa correspondiente, por lo que todas las 

formas existentes de comunicación y las que son fruto 

de la evolución tecnológica deben protegerse por el 

derecho fundamental a su inviolabilidad, como sucede 

con el teléfono móvil en el que se guarda información 

clasificada como privada por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; de ahí que el 

ámbito de protección del derecho a la inviolabilidad de 

las comunicaciones privadas se extiende a los datos 

almacenados en tal dispositivo, ya sea en forma de 

texto, audio, imagen o video. Por lo anterior, no existe 

razón para restringir ese derecho a cualquier persona 

por la sola circunstancia de haber sido detenida y estar 

sujeta a investigación por la posible comisión de un 

delito, de manera que si la autoridad encargada de la 

investigación, al detenerla, advierte que trae consigo un 

teléfono móvil, está facultada para decretar su 

aseguramiento y solicitar a la autoridad judicial la 

intervención de las comunicaciones privadas conforme 

al citado artículo 16 constitucional; sin embargo, si se 

realiza esa actividad sin autorización judicial, cualquier 

prueba que se extraiga, o bien, la que derive de ésta, 

será considerada como ilícita y no tendrá valor jurídico 

alguno. 
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Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

 

PRIMERO.- Sí existe la contradicción de tesis a que este 

expediente se refiere, en los términos del considerando quinto de 

esta resolución. 

 
SEGUNDO.- Debe prevalecer, con carácter de 

jurisprudencia, el criterio sustentado por esta Primera Sala, en los 

términos de la tesis redactada en el último considerando del 

presente fallo.  

 
TERCERO.- Dése publicidad a la tesis jurisprudencial que 

se sustenta en la presente resolución, en términos del artículo 195 

de la Ley de Amparo. 

 
Notifíquese; envíese testimonio de la presente resolución a 

cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito cuyas 

ejecutorias se examinaron y, en su oportunidad, archívese este 

expediente como asunto concluido. 

 

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Guillermo I. Ortiz 

Mayagoitia (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 

Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo en contra del emitido por 

el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz, por lo que se refiere a 

la competencia y por unanimidad de cinco votos de los señores 

Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 

Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia (Ponente), Olga Sánchez 
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Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, en cuanto al fondo del presente asunto. El señor 

Ministro Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, se reserva el 

derecho de formular voto concurrente. 

 
Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro 

Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 

 
 

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA 
 
 
 

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 
 
 
 
 

PONENTE 
 
 
 

MINISTRO GUILLERMO I. ORTIZ MAYAGOITIA. 
 
 
 
 

SECRETARIO DE ACUERDOS 
DE LA PRIMERA SALA 

 
 
 

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES. 

 

“En términos de lo previsto en el artículo 3°, fracción II de la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información 
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considerada legalmente como reservada o confidencial que 

encuadra en ese supuesto normativo”. 

 
 

JAMG/pbg. 


